LINEAMIENTOS GENERALES PARA LEGISLAR EN MATERIA INDÍGENA EN LA CIUDAD DE MÉXICO
PREÁMBULO 
De acuerdo con la encuesta intercensal de 2015, realizado por el Instituto Nacional de Estadística e Información Geográfica (INEGI), la Ciudad de México tiene una población aproximada de 8,918,653 millones de personas, de las cuales el 8.8% se reconoce como indígena y 1.8% se reconoce como afrodescendiente, lo cual le da un carácter pluricultural e intercultural a esta ciudad.
En este sentido, es importante considerar que además de esta composición pluricultural, la Ciudad de México es un espacio importante de recepción de migración, por lo cual, se requiere establecer un marco legal constitucional que incorpore temas relevantes como son los flujos migratorios, las políticas interculturales basadas en derechos individuales y colectivos, así como un proceso de igualdad sustancial para los habitantes.
Asimismo es importante que la Constitución para la Ciudad de México, incluya la obligación de las instituciones de respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.
En relación con el contenido de derecho indígena dentro de la Constitución de la Ciudad de México, se propone lo siguiente:
Artículo X… La Ciudad de México reconoce su composición pluricultural e intercultural basada en sus pueblos indígenas originaros y residentes, y afrodescendientes, los cuales gozan de los derechos colectivos contenidos en esta Constitución, los de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las normas reglamentarias federales y locales, así como las normas internacionales de derechos indígenas y humanos de los cuales forma parte el Estado Mexicano, sin menoscabo de los derechos individuales reconocidos a sus integrantes. En todo momento se favorecerá la protección más amplia a favor de las personas y colectivos, para cual deberá atenderse a los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.
Se reconoce como sujetos de derecho público con personalidad jurídica y patrimonio propio a los pueblos indígenas originarios, que son los descendientes de poblaciones que habitaban en la región geográfica perteneciente a la Ciudad de México antes del establecimiento de las actuales fronteras territoriales y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas, y los cuales están integrados por diferentes comunidades.
Los pueblos indígenas residentes migrantes y afrodescendientes tienen personalidad jurídica y patrimonio propio, son aquellos colectivos que se conforman a raíz de los flujos migratorios a la Ciudad de México y que pueden  permanecen permanecer en la Ciudad reconstituyendo sus culturas e instituciones a lo largo de generaciones, adoptando sus formas organizativas a través de redes, organizaciones, instituciones extraterritoriales u otras formas de organización sociopolítica, se distinguen de los pueblos originarios ya que éstos se encuentran desde tiempos inmemoriales en la ciudad Ciudad y tienen una base territorial propia.
El derecho de los pueblos indígenas originarios y residentes, migrantes y afrodescendientes a la autodeterminación en forma de autonomía, para:
a) Decidir sus formas de gobierno interno, sus formas de organización política, social, económica, jurídica, cultural y medioambiental.
b) Aplicar sus propios sistemas normativos para definir las autoridades competentes, el procedimiento, las sancionas aplicables. Los sistemas normativos indígenas podrán aplicarse en relación con los criterios de ámbito espacial o personal.

Las autoridades jurisdiccionales estatales de la Ciudad de México y las federales deberán establecer mecanismos de cooperación con las autoridades indígenas o afrodescendientes.

Los límites a la jurisdicción indígena deberán considerar aquellos derechos humanos fundamentales que gozan de consenso universal, tales como el derecho a la vida, la prohibición de la esclavitud y la tortura, así como la dignidad e igualdad de la mujer.
c) Acceder en condiciones de igualdad a la jurisdicción en la Ciudad de México. En los juicios en donde sean parte miembros de los pueblos indígenas, se deberá tomar en cuenta sus prácticas culturales.

Los miembros de los pueblos indígenas tienen derecho a contar con un perito traductor e intérprete, así como con un defensor que conozca de su lengua y prácticas culturales.

d) Elegir bajo sus normas y procedimientos a sus autoridades o representantes para el ejercicio de su gobierno u organización, así como para su representación ante las distintas autoridades de la Ciudad de México. 
Las autoridades o representantes de los pueblos y las estatales establecerán una relación de cooperación en la toma de decisiones de las acciones y medidas que afecten a los pueblos indígenas y afrodescendientes.
Los miembros de los pueblos indígenas originarios y residentes, así como los afrodescendientes podrán ejercer sus derechos políticos para votar y ser votados en condiciones de igualdad con los demás habitantes de la Ciudad de México.
e) Ejercer los elementos que conforman su patrimonio cultural, tales como la lengua, los conocimientos, la historia, la cosmovisión y cualquier otro elemento relevante para su cultura e identidad
Las autoridades estatales en concurrencia con las autoridades indígenas deberán tomar las medidas pertinentes para proteger el patrimonio cultural de los pueblos.

f) Los pueblos indígenas originarios podrán ejercer el derecho colectivo sobre las tierras que ocupan, asimismo se deberá garantizar el acceso y uso de aquellos espacios relevantes para su recreación cultural o de subsistencia y que no sean parte de su territorio. Tendrán derecho preferente al acceso, disfrute y administración de los recursos naturales y genéticos que se encuentren en sus territorios y/o tierras, considerando la relación colectiva y de interdependencia que existe entre los pueblos y la tierra.

Los pueblos indígenas migrantes, residentes o temporales y afrodescendientes, ejercerán su derecho colectivo para aprovechar el uso y acceso de los espacios socio-territoriales en donde se establezcan y recreen su cultura. 

g) Promover y establecer la creación de fondos verdes que retribuyan a los pueblos indígenas originarios por la conservación, restauración y aprovechamiento de recursos naturales de la Ciudad de México, beneficiando así los ecosistemas y biodiversidad, mejorando la calidad de vida de los habitantes de la ciudad.
h) Los pueblos indígenas originarios y residentes, y afrodescendientes deberán ser consultados mediante procedimientos apropiados, claros y públicos a través de sus instituciones o representantes, cada vez que existan medidas legislativas o administrativas les afecten directamente. 

Las consultas tendrán como finalidad obtener el consentimiento libre, previo e informado, respetando en todo momento la decisión que tomen los pueblos respecto a las medidas que afecten su vida, cosmovisión, instituciones y territorios.
El gobierno de la Ciudad de México garantizará políticas públicas necesarias para garantizar el ejercicio de los anteriores derechos, una igualdad sustantiva y eliminar prácticas de discriminación, para ello las políticas públicas deberán considerar:

1) La composición pluricultural e intercultural de la Ciudad de México.
2) Criterios sostenibles en recursos económicos y humanos.
3) Facultades de cooperación y concurrencia entre autoridades estatales e indígenas
4) Principios de transversalidad, género, igualdad sustantiva, desarrollo con la participación y decisión de los actores, y con enfoque de derechos humanos.
5) Reconocer a la vivienda como una forma de territorialidad indígena, en donde se recrea su cultura.

La ley reglamentaria establecerá la forma de cooperación y concurrencia entre las distintas autoridades indígenas y estatales, así como el pleno ejercicio del derecho a la autonomía por parte de los pueblos indígenas originarios y residentes migrantes, y afrodescendientes.
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